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  GUADALAJARA, JALISCO, 9 NUEVE DE JUNIO DEL AÑO 2021 

DOS MIL VEINTIUNO. 

 

  V I S T O S, para resolver en Sentencia definitiva los autos del Juicio de 

Nulidad número V-218/2021 promovido por *****, en contra de la SECRETARÍA DE 

SEGURIDAD; DIRECCIONES DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DE LOS 

AYUNTAMIENTOS DE ZAPOPAN Y ATOTONILCO, TODAS DEL ESTADO 

DE JALISCO. 

 

    R E S U L T A N D O:  

 

  1. Se presentó ante Oficialía de Partes Común de este Tribunal el día 2 dos 

de marzo del año en curso, demanda de nulidad por los motivos y conceptos que de la 

misma se desprenden, quedando registrada al índice de la Quinta Sala Unitaria de este 

Órgano Jurisdiccional. 

 

  2. En el acuerdo de fecha 4 cuatro de marzo del año 2020 dos mil veinte, 

se admitió la demanda, teniendo como actos administrativos impugnados las cédulas de 

notificación de infracción folios: 2631610201950783, 290571588, 314765257, 

325518103, 00091743 y 297544284; se admitieron las pruebas ofrecidas por la 

promovente y se ordenó el emplazamiento de estilo a las demandadas. 

 

3. Con fehas 7 siete y 13 trece de abril y 7 siete de junio, todos del año en 

curso, se dictaron acuerdos en el que se tuvo a las utoridades demandadas produciendo 

contestación en tiempo y forma a la demanda entablada en su contra, así mismo se le 

admitieron las pruebas ofrecidas. Por otra parte, y al no existir pruebas pendientes por 

desahogar, se cerró la instrucción con citación a sentencia, y; 

 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

  I. Esta Quinta Sala Unitaria es competente para conocer de la presente 

controversia, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 65 de la Constitución Política 

del Estado de Jalisco, así como los artículos 3, 4, 5 y 10 de la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, y los numerales 1, 2, 3, 4, 31, 35, 36 

de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

II.- La existencia de los actos administrativos impugnados se encuentra 

debidamente acreditada en actuaciones con las documentales que obran en autos, con 

valor probatorio pleno en términos de los artículos 42, 48, 57 y 58 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, así como en los diversos numerales 293, 329, 399, 

400 y 406 bis del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, de 

aplicación supletoria a la Ley Adjetiva de la Materia. 

 

III.- Conforme al criterio emitido por Órganos Jurisdiccionales del Poder 

Judicial Federal, no se hace necesario transcribir los conceptos de impugnación, y su 

refutación, toda vez que dicha omisión no deja en estado de indefensión a ninguna de 

las partes. Tiene aplicación al caso en particular la Jurisprudencia de la Novena Época, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable 
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en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXXI, mayo de 2010 dos 

mil diez, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, bajo el siguiente rubro y texto:  

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 

CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 

EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 

TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las 

sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 

amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación 

para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, 

los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y 

exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando 

precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo 

o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la 

cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de 

legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego 

correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la 

litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, 

quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a 

las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer 

los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 

planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 

hayan hecho valer. 

 

Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de 

Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y 

Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno 

Flores. 

 

Tesis de jurisprudencia 58/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este 

Alto Tribunal, en sesión privada del doce de mayo de dos mil diez.” 

 

IV.- De conformidad a lo dispuesto por el artículo 72 de la normatividad 

invocada en el párrafo que antecede, se procede al examen de las causas de ilegalidad 

que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana de las resoluciones combatidas y más 

benéfica para la parte actora, atento al citado dispositivo legal así como a la tesis de la 

Novena Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo: XXV, Abril de 2007 dos mil siete, Tesis: VIII.1o.86 A, Página: 1828, bajo el 

siguiente rubro y texto: 

 

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN 

QUE SEÑALA LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA EL ESTUDIO 

DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN 

ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE 



 
 
 
 
 
 

 
 

 
Jesús García 2427 / C.P. 44657 / Guadalajara, Jal. / Tel: (33) 3648-1670 y 3648-1679 / e-mail: tadmvo@tjajal.org 

Quinta Sala Unitaria  

 

 

EXPEDIENTE: 218/2021 

 

LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA 

PARA EL ACTOR. En el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo se encuentra 

contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en 

materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos 

y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, 

iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad 

lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de 

requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce 

en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de 

nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica 

para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se 

pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una 

declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada 

comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de 

facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos.” 

 

En vista de lo anterior, se analiza el primero de los conceptos de 

impugnación, en donde el impetrante señala  que se debe declarar la nulidad lisa y llana 

de las cédulas de notificación impugnadas, en virtud de que no le fueron debidamente 

notificadas, en violación a lo exigido en los artículos 12 y 13 de la Ley del 

Procedimiento Administrativo. 

 

Sin que al efecto las autoridades demandadas, hayan presentado prueba 

alguna con la que demostraran la legal constancia de notificación de las cédulas de 

notificación materia del juicio. 

 

Circunscrita la litis a resolver y como se adelantó, esta Sala considera que 

le asiste la razón y el derecho a la accionante, cuando refiere que las cédulas de 

notificación de infracción impugnadas violentan las formalidades esenciales del 

procedimiento, ya que no les fueron notificadas, no obstante que las autoridades 

emisoras se encuentran obligadas a ello de conformidad a lo dispuesto por el artículo 

377, así como por la fracción III, del artículo 378 del Reglamento de la Ley de Movilidad 

y Transporte del Estado de Jalisco, que así lo disponen y dicen:  

 

“Artículo 377. En el caso del conductor que habiendo cometido alguna 

de las infracciones previstas por la Ley o el Reglamento, no se encuentre 

en el lugar del vehículo, el Policía Vial Estatal o Policía de Tránsito 

Municipal procederá a elaborar la cédula de notificación 

correspondiente, la que dejará en lugar visible y seguro del automotor. 

 

Artículo 378. Las infracciones a la Ley o a este Reglamento, que sean 

detectadas a través de equipos o sistemas tecnológicos, se harán constar 
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en cédula de notificación de infracción, en los términos del Título Séptimo, 

capítulo IV de la Ley, para lo cual se verificarán las siguientes acciones:  

              ... 

III. La cédula deberá ser notificada al propietario del vehículo dentro de 

los sesenta días naturales posteriores al levantamiento de la misma, en el 

domicilio que aquél tenga registrado ante la Secretaría en materia fiscal 

en el Estado. En caso de las notificaciones por correo certificado, si el 

domicilio se encuentra cerrado y nadie responde para la entrega del 

documento, se realizará una segunda visita por parte del servicio de 

correspondencia; no obstante lo anterior, si no es posible recabarse la 

firma del destinatario, se atenderá la diligencia con quien en su nombre 

lo recibas o si éstos no se encuentran en el domicilio, se levantará 

constancia de ello...” 

 

De los artículos incluidos con antelación, se sigue que en caso de que el 

conductor no se encuentre en el lugar del vehículo a infraccionar, el agente vial 

procederá a elaborar la cédula de notificación correspondiente y la dejará en un lugar 

visible y seguro del vehículo, con independencia de los motivos que hayan generado el 

levantamiento de la misma, así como aquella que sean detectadas a través de equipos o 

sistemas tecnológicos, se harán constar en la cédula de notificación de infracción, así 

como que la misma deberá ser notificada al propietario dentro de los sesenta días 

naturales posteriores a su levantamiento, en el domicilio que aquél tenga registrado ante 

la Secretaría en materia fiscal en el Estado. 

 

Así mismo se establece, en el dispositivo legal citado en último lugar, que 

en el caso de las notificaciones a practicarse por correo certificado, si el domicilio se 

encuentra cerrado y nadie responde para la entrega del documento, se realizará una 

segunda visita por parte del servicio de correspondencia; no obstante lo anterior, si no 

es posible recabarse la firma del destinatario, se atenderá la diligencia con quien en su 

nombre lo reciba o si éstos no se encuentran en el domicilio, se levantará constancia de 

ello. 

 

Es necesario precisar que la parte actora en su escrito inicial de demanda, 

manifestó que no le fue debidamente notificado los actos combatidos, en tanto que las 

demandadas no justificaron la legal notificación de los actos impugnados, luego 

inconcuso que se actualiza un estado de inseguridad jurídica e indefensión, al no haber 

sido legal y debidamente notificada, toda vez que constituye un derecho de los 

particulares y una garantía de seguridad jurídica frente a la actividad de la 

administración pública, por lo que se violentaron las formalidades esenciales del 

procedimiento, así como la garantía de legalidad y seguridad jurídica resguardadas en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus apartados 14 y 16, lo 

que trae como consecuencia declarar la nulidad lisa y llana de las cédulas de 

notificación de infracción materia del juicio que se resuelve, cobrando aplicación al 

efecto la tesis de la Novena Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Tomo: II, Diciembre de 1995 mil novecientos noventa y cinco, Tesis: P./J. 

47/95, Página: 133, bajo el siguiente rubro y texto:  
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“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 

SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 

OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La 

garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional 

consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa 

previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, 

posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, 

entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son 

las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada 

antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen 

en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del 

procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y 

desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La 

oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima 

las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se 

dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es 

evitar la indefensión del afectado.” 

 

Al resultar fundado el argumento abordado, resulta innecesario el examen 

del resto de los conceptos de impugnación propuestos por la actora, pues en nada 

variaría el sentido de este fallo, siendo aplicable al caso, la Jurisprudencia emitida para 

la materia Común, en la Octava Época, correspondiente a los Tribunales Colegiados de 

Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación IX, de marzo de 1992 

mil novecientos noventa y dos, bajo el número de Tesis II.3º. J/5, página, 89, que dice:  

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ESTUDIO INNECESARIO DE 

LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el 

amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta 

innecesario el estudio de los demás conceptos de violación vertidos 

en la demanda de amparo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 

SEGUNDO CIRCUITO.” 

 

V.- Infórmese a las partes, que una vez que adquiera la calidad de cosa 

juzgada la presente resolución, y al no existir oposición expresa de parte alguna, se 

publicará en la plataforma de transparencia e información pública correspondiente, en 

el en entendido que los datos personales o sensibles serán suprimidos por esta Sala, 

todo lo anterior de conformidad con lo que al efecto establecen los artículos 6° y 16, 

párrafo segundo, de la Constitución Política der los Estados Unidos Mexicanos (derecho 

fundamental de protección de datos personales “Hábeas Data”); del artículo 8 fracción 

VII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco 

y sus Municipios, así como 73 fracción II, 116 y 120 de la Ley General de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, deberán hacerse públicas las resoluciones y 

sentencias que causen estado o ejecutoria; sin embargo, se hará suprimiendo datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable, de acuerdo a lo 

establecido por los artículos 20 y 21 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; así como el criterio 1/2011, 
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emitido por el Comité De Acceso a la Información y Protección de los Datos Personales 

del Consejo de la Judicatura Federal, aplicado por analogía, que expresamente dispone: 

 

“DATOS PERSONALES DE LAS PARTES EN LOS JUICIOS. LA 

FALTA DE MANIFESTACIÓN EXPRESA POR LA QUE SE 

OPONGAN A LA PUBLICACIÓN DE LOS DATOS, NO EXIME A 

LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NI A LAS UNIDADES 

ADMINISTRATIVAS DE SU PROTECCIÓN. De conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 6°, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a través de las dependencias, 

entidades y organismos que lo integran, se encuentra obligado a proteger 

la información relativa a la vida privada y a los datos personales de los 

particulares. Por otro lado, los artículos 18 de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y 8 del 

Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo 

de la Judicatura Federal para la aplicación de dicha ley, prevén como 

información confidencial aquella cuya difusión, comercialización o 

distribución, requiere necesariamente del consentimiento expreso de las 

personas que son titulares de los datos, por lo que deberá protegerse 

dicha información en las constancias y actuaciones judiciales que se 

encuentren en los expedientes jurisdiccionales o administrativos, 

independientemente de que las partes hayan hecho valer el derecho que 

les asiste para oponerse a la publicación de sus datos. En este sentido, la 

omisión de manifestar el consentimiento o la oposición, no exime a los 

órganos jurisdiccionales y a las unidades administrativas de suprimirlos 

en las sentencias, resoluciones y constancias que obren en los expedientes 

bajo su resguardo, y que fueron requeridas vía solicitud de acceso a la 

información, protegiendo así la privacidad y la vida íntima de los 

ciudadanos.” 

 

 

Por último y al haberse emitido la presente sentencia en el término 

previsto en el artículo 72 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 109 fracción VI, del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, aplicado de materia supletoria a la materia 

Administrativa, NOTIFÍQUESE A LA PARTE ACTORA MEDIANTE BOLETÍN 

JUDICIAL, quedando de esta forma debida y legalmente notificada, no así a la vencida, 

a quién se le deberá notificar por oficio con copia de la presente, a fin de que esté en 

posibilidad de cumplir cabalmente con lo aquí sentenciado. 

 

 

  Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los dispositivos legales 

1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, 39, 42, 44, 45, 46, 47, 72, 73, 74, 75, 76, relativos y aplicables de 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se concluye la presente 

controversia de conformidad con los siguientes: 
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R  E  S  O  L  U  T  I  V  O  S : 

 

PRIMERO.- La parte actora en el presente juicio desvirtúo la legalidad 

de los actos administrativos impugnados. 

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad lisa y llana de los actos impugnados, 

de acuerdo a los motivos y fundamentos que se contienen en la presente resolución. 

 

 

NOTIFÍQUESE POR OFICIO A LAS AUTORIDADES 

DEMANDADAS Y POR BOLETÍN A LA PARTE ACTORA. 

   

 

Así lo resolvió el Presidente de la Quinta Sala Unitaria del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, MAGISTRADO DOCTOR ADRIÁN 

JOAQUÍN MIRANDA CAMARENA, actuando ante la Secretario de Sala 

MAESTRA MARÍA MARISELA TEJEDA CORTÉS, que autoriza y da fe.--------- 

 

 

 

MAGISTRADO DOCTOR ADRIÁN JOAQUÍN MIRANDA CAMARENA 

PRESIDENTE DE LA QUINTA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO. 

 

 

 

 

MAESTRA MARÍA MARISELA TEJEDA CORTÉS 

SECRETARIO DE LA QUINTA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO. 

AJMC/MMTC/avc 


